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León, Guanajuato, a 25 veinticinco de marzo del año 2014, dos mil catorce. .  
V I S T O para resolver el expediente número 727/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano …, en contra del DIRECTOR GENERAL DE DESARROLLO URBANO DEL MUNICIPIO DE LEÓN, GUANAJUATO y de la COMISIÓN DE DESARROLLO URBANO MUNICIPAL; y, por ser este el momento procesal oportuno, se resuelve conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO y por tratarse de un presupuesto procesal, de oficio se estudia la personalidad jurídica del (actor)…, personalidad que acredita con copia certificada notarialmente del Testimonio de la Escritura Pública …, (del) Poder General para Pleitos y Cobranzas, con todas las facultades generales y especiales que requieran clausula especial, conforme la ley, sin limitación alguna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que la parte actora impugna la resolución que consta en el oficio …, suscrito por el … Director General de Desarrollo Urbano, mediante el cual se determina que el desarrollador del Fraccionamiento …, otorgue a favor del Municipio la cantidad que señale la Dirección General de Desarrollo Urbano, a través del presupuesto correspondiente, como pago por ampliar y urbanizar el tercer carril del camino … y el costo de las obras de reencausamiento del rio que se ubica en la zona necesarias para la ampliación del tercer carril, lo anterior para darle continuidad al proceso del fraccionamiento en merito. Y, la existencia del acto impugnado se encuentra acreditada en autos de esta causa con el original del referido oficio que forma parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada no hizo valer causal de improcedencia alguna y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ninguna causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .              
QUINTO.- Que el actor en el primer párrafo del capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, aduce que la resolución impugnada es nula, en virtud que la autoridad que la emitió, la determinó y la aprobó, no fundamentó ni motivó la resolución, violentando lo establecido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ocasionando dejar en estado de indefensión al impetrante, ya que se desconocen los motivos, consideraciones y fundamentos de derecho, que tuvieron las autoridades para cambiar las obligaciones adquiridas como desarrolladores del fraccionamiento …, establecidas en el Plan Parcial de Desarrollo Urbano aprobado por el Ayuntamiento del 11 de enero del año 2007, por una cantidad de dinero a determinar por el Director General de Desarrollo Urbano en el presupuesto correspondiente; en tanto que, el Director General de Desarrollo Urbano señala que son inatendibles, inoperantes e infundados los agravios que señala, porque sólo se limita a señalar que el acto impugnado carece de fundamentación y motivación, vulnerando los artículos 14 y 16 Constitucionales; pero que el acto se encuentra debidamente fundado y motivado, ya que tiene su motivación y fundamentación en la sesión extraordinaria …, así como el dictamen …, el cual en el apartado de acuerdo del párrafo segundo del punto cuarto, cita “cuarto.- … con base en ello, la densidad general de los predios, en lo individual y su conjunto, así como las condiciones establecidas en el anexo dos y en el propio plan parcial de desarrollo urbano para la fracción de terreno que perteneció al predio rustico denominado … no podrán ser modificadas sin la aprobación de ayuntamiento,…”; consecuentemente se realizó sesión extraordinaria para dar la respuesta al ahora actor, en la que se determinó que deberá cubrir en dinero la pavimentación de conformidad a lo que determine la Dirección General de Desarrollo Urbano a través del presupuesto correspondiente; que es inoperante el agravio porque no es cierto que se hayan vulnerado los artículos 14 y 16 Constitucionales, ya que sólo se atendió a sus funciones atribuidas en los ordenamientos legales, ya que el actor debe cumplir con lo establecido en el oficio impugnado y al no cumplir con lo acordado por el Ayuntamiento, no se está sujetando a las condiciones previstas en el Plan Parcial, condiciones que deben acatarse para la autorización del fraccionamiento en merito y no le ocasiona agravio alguno, porque predomina el interés público y social sobre el particular; por lo que hace del conocimiento del actor, la determinación por el Ayuntamiento, a través  del oficio impugnado, misma que consiste en que debe otorgar a favor de este Municipio la cantidad del presupuesto correspondiente como pago por concepto de ampliar y urbanizar el tercer carril del camino …, como obligación que se estableció en el Plan Parcial de Desarrollo Urbano, mismo que anexa como prueba. . . . . . . . . 
Es FUNDADO este primer argumento del concepto de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .  . . . . . 
En principio, se impone señalar que el concepto de impugnación no es inoperante, en razón de que el actor expresa razonamientos lógicos y jurídicos dirigidos a desvirtuar la presunción de legalidad del acto impugnado e indica los preceptos jurídicos y los Ordenamientos violados con la expedición de la resolución debatida; y, de igual manera, aduce que no se fundó ni motivó la resolución impugnada y que se violó en perjuicio de su representada los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, desconociendo el fundamento y el motivo que se tuvieron para emitir la resolución combatida, además que no existe fundamento legal para emitirlo, violándose con ello el principio de legalidad previsto en el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, dado que no existe norma jurídica alguna que autorice al Director General de Desarrollo Urbano a cambiar las obligaciones establecidas en el Plan Parcial de Desarrollo Urbano aprobado por el Honorable Ayuntamiento …, consistente en imponer al justiciable pagar la cantidad de dinero que fije el Director General de Desarrollo Urbano, a través del presupuesto correspondiente, como pago por concepto de ampliar y urbanizar el tercer carril del camino, deber que se permuta por las obligaciones señaladas originalmente en el referido plan; de ahí que se aducen causales de ilegalidad enderezadas a refutar los motivos del acto combatido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar, se impone señalar que el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor, impone a las autoridades municipales la obligación de fundar y motivar sus actos; y, por fundar el acto administrativo, se entiende el señalar con precisión el o los preceptos legales y el nombre del Ordenamiento Legal aplicable al caso concreto, cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad demandada se encuentra constreñida a indicar la facción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y, por motivar se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad administrativa para la emisión del acto administrativo, esto es, señalar el por qué en el caso se ha realizado el o los supuestos de hecho que condicionan la aplicación del o los preceptos invocados como apoyo legal. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
En ese orden de ideas y sobre el particular, debemos dejar en claro que la actividad de la Administración Pública Municipal se compone de un complejo conjunto de conductas o actos realizados por los servidores públicos, cuyo actuar tiene como parámetro objetivo las normas formalmente validas, de ahí resulta que, “La autoridad puede hacer únicamente lo que la ley le concede y el particular todo lo que está no le prohíbe”, este distintivo recibe el nombre de principio de legalidad, de modo que cuando la actividad administrativa causa molestias a la esfera de derechos del particular, la autoridad se encuentra obligada a fundar y motivar sus actos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo esta tesitura, no le asiste la razón a la autoridad demandada en el sentido de que el acto impugnado está debidamente fundado y motivado, en la sesión extraordinaria … y en el Dictamen …, párrafo segundo del punto cuarto; lo anterior es así, en virtud de que un acto administrativo se encuentra fundado, cuando se indica el Ordenamiento Legal y se precisa el o los artículos que los regulan; amén de que la Comisión de Desarrollo Urbano, en la reunión extraordinario que celebró …, tampoco expresó fundamento legal alguno que sirva de apoya al estudio y al dictamen que determina que la persona moral actora cubra el costo de la ampliación y urbanización del tercer carril del camino …, así como el costo de las obras de reencausamiento del rio que se ubica en la zona . . . . . . . . . . 
En consecuencia, analizando minuciosamente el Oficio impugnado, se advierte que en el primer párrafo de este documento, se invoca de manera aislada el artículo 8, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin embargo, este precepto no sirve de apoyo legal al acto combatido, ya que como bien es sabido, éste contempla a favor de la parte justiciable el derecho de petición, el que constriñe a la autoridad a contestar por escrito dicha solicitud, empero, dicho numeral no justifica la imposición de la obligación de hacer a cargo de la parte actora que consta en el oficio a debate, porque para ello, es menester indicar el Cuerpo Legal y el o los artículos que regulen el acto combatido, lo que no sucede en la especie. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Se dice lo anterior, ya que el acto impugnado no se encuentra fundado, pues, el Director General de Desarrollo Urbano, en el cuerpo del pluricitado oficio no señala el precepto legal en que apoya su emisión, en otras palabras, omite expresar el Ordenamiento Legal y el artículo conforme al cual se cambian las condiciones establecidas en el Anexo Dos del aludido Plan Parcial de Desarrollo Urbano; de esta manera, para que se dé la fundamentación es necesario que dicha autoridad administrativa procure dar en forma clara y precisa todos los elementos de derecho indispensables para modificar las condicionantes establecidas en el punto tercero el Plan Parcial de Desarrollo Urbano para la fracción de terreno que perteneció al predio rústico …, de esta ciudad, aprobado por el Ayuntamiento … y descritas en el punto X diez del Anexo dos del propio Plan Parcial de Desarrollo Urbano; ahora bien, es el caso que existe una modificación a las condiciones u obligaciones originalmente contempladas a cargo de la Persona Moral justiciable, en el Anexo dos del Plan Parcial de Desarrollo Urbano, atendiendo, a que se establece un pago en dinero a cargo de la justiciable, a cambio de no realizar la urbanización de la prolongación y ampliación del Boulevard … a 3 tres carriles de circulación por sentido en el margen del arroyo … desde el Boulevard … hasta el predio incluyendo su frente y de no ejecutar las obras para el encausamiento del arroyo …. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En ese sentido, desde la sesión extraordinaria de la Comisión de Desarrollo Urbano, … se debió expresar el fundamento legal que sirve de apoyo para establecer la obligación de cubrir el valor de las obras de urbanización y del reencausamiento del arroyo … en el tramo indicado en el párrafo que antecede, pues dicha Comisión al momento de realizar el estudio respectivo, sobre este punto, también se encontraba constreñida a expresar el fundamento legal y la motivación correspondiente, ya que la determinación tomada constituye el origen del oficio combatido, mismo que carece de fundamento legal y de motivación; porque, por un lado, no indica el Ordenamiento Legal y el artículo que sirvió de base para su emisión, y por otro, omitió expresar de manera pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tuvieron en consideración para establecer un pago a cambio de no ejecutar las multireferidas obras de urbanización de ampliación del Boulevard y del reencausamiento del arroyo …; además debe aclarase si el “camino …” y el “Camino a …”, son el mismo y en caso de ser diferentes, también debe justificarse en forma razonada dicho cambio. . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
          
En el segundo párrafo del capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, el actor manifiesta que la resolución es nula, porque las autoridades que la emitieron, determinaron y aprobaron, no sólo se abstuvieron de motivarla y fundamentarla, sino que carecen de fundamento jurídico, este no existe, para cambiar las obligaciones establecidas en el Plan Parcial de Desarrollo Urbano aprobado por el Honorable Ayuntamiento a través de acuerdo …, por el pago de una cantidad de dinero que fije la Dirección General de Desarrollo Urbano, a través del presupuesto correspondiente, pues no existe norma jurídica que autorice al citado Director, ni a la Comisión de Regidores y Síndicos para la Dirección General de Desarrollo Urbano para resolver en tal sentido; la resolución impugnada es nula de pleno derecho, por lo que se violó en perjuicio de su poderdante el principio de legalidad contenido en el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, que dice “La autoridad municipal únicamente puede hacer lo que la ley le concede y el gobernado todo lo que ésta no le prohíbe”, la demandada actúa sin sustento jurídico, no existe norma jurídica que autorice a emitir la resolución impugnada. En tanto, que la autoridad en la contestación señala que es ineficaz el agravio, toda vez que las manifestaciones son vagas al referir que se emitió el documento impugnado sin fundamentar la competencia; que la competencia es un concepto que se refiere a la titularidad de una potestad que un órgano administrativo posee sobre determinada materia, es decir, se trata de una circunstancias subjetiva o inherente del órgano, de manera que cuando este sea titular de los intereses y potestades públicas, será competente, así como lo es en caso que nos atañe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO este segundo argumento del concepto de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La fundamentación de la competencia de la autoridad en el acto administrativo, es una obligación constitucional, por disposición expresa del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja en lo estipulado por el artículo 137, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al establecerla como uno de sus elementos de validez, cuando exige que el acto sea expedido por autoridad competente, y a su vez, la fracción VI del mismo numeral, requiere la fundamentación y motivación, lo que significa que también la competencia debe estar fundada legalmente; luego entonces, la competencia prescribe que una autoridad sólo puede actuar en determinado sentido si existe una norma jurídica que la autorice para conducirse así; en tales condiciones, la competencia supeditada al principio de legalidad, de acuerdo al cual la autoridad sólo puede hacer lo que la ley le permite, esto es, que únicamente puede desplegar sus facultades dentro de su respectivo ámbito de competencia y conforme a las diversas disposiciones que la autoricen . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En esa tesitura, la autoridad emisora del acto administrativo impugnado, se encuentra constreñida a citar con precisión el Ordenamiento Legal, el artículo, apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente, que a su criterio le conceda la facultad de emitirlo, esto a efecto de que el particular no quede en estado de inseguridad jurídica ni de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello; sin embargo, analizando el oficio combatido, se advierte que la autoridad demandada no expresa ningún sustento normativo que justifique su actuación,  por ende, la autoridad no funda su competencia para producir el acto administrativo impugnado, pues sólo se limita a expresar la instrucción de la Comisión de Desarrollo Urbano, en el sentido de modificar las condiciones establecidas en el pluricitado Anexo Dos del Plan Parcial de Desarrollo Urbano, empero esta por sí misma, no constituye el apoyo legal, de modo que esa omisión jurídicamente constituye un vicio en la fundamentación de la competencia, lo que origina la ilegalidad del acto a debate. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En esas condiciones, el acto administrativo que consta en oficio impugnado carece del elemento de validez exigidos por las fracciones I y VI del artículo 137 del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que no se encuentra emitido de manera fundada y motivada; por consiguiente, se actualizan las causales de ilegalidad previstas en las fracciones I y II del artículo 302 del mismo Código, lo que afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, al violarse en su perjuicio el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por ende, de acuerdo a lo previsto por las fracción II del artículo 300, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es de declararse la nulidad del oficio …, suscrito por el …, Director General de Desarrollo Urbano, mediante el cual se determina que el desarrollador del Fraccionamiento …, otorgue a favor del Municipio la cantidad que señale la Dirección General de Desarrollo Urbano, a través del presupuesto correspondiente, como pago por ampliar y urbanizar el tercer carril del camino … y el costo de las obras de reencausamiento del río que se ubica en la zona necesarias para la ampliación del tercer carril, para darle continuidad al proceso del fraccionamiento en merito; dicha nulidad es para efectos de que se emita otro debidamente fundado y suficientemente motivado, esto es, cumpliendo con los extremos exigidos por las diversas fracciones del artículo 137 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; siendo lo anterior así y estimando que existe de promedio una petición y el acto combatido, es la respuesta a la misma. Respecto a la nulidad para efectos de emitir otro acto subsanado los vicios formales, resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a./J. 79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por  lo  expuesto  y además  con  fundamento  en  los  artículos  párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción III y 302 fracciones I y II, del  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . 
PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. .  . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del oficio … suscrito por el Director General de Desarrollo Urbano, para efectos de que la autoridad demandada emita otro acto debidamente fundado y motivado; por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
